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Causa Nº 4829 CCALP

CAUSA Nº 4829 CCALP “KURBAN ALEJANDRO JORGEC/ TRIBUNAL FISCAL DE APELACION S/PRETENSION ANULATORIA - OTROS JUICIOS”

En la ciudad de La Plata, a los dos días del mes de Julio del año dos mil quince, reunida la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en La Plata, en Acuerdo Ordinario, con la presencia de los Señores Jueces Dres. Claudia Angélica Matilde Milanta, Gustavo Daniel Spacarotel y Gustavo Juan De Santis, para entender en la causa "KURBAN ALEJANDRO JORGEC/ TRIBUNAL FISCAL DE APELACION S/PRETENSION ANULATORIA - OTROS JUICIOS", en trámite ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo nº 3 del Departamento Judicial la Plata (Expte. Nº -21822-), previa deliberación, se aprueba la siguiente resolución.

La Plata, 2 de Julio de 2015.

VISTO Y CONSIDERANDO:

El recurso de apelación interpuesto en autos, el Tribunal decidió plantear la siguiente

CUESTIÓN:

¿Es fundado el recurso de apelación?

A la cuestión planteada, el Dr. De Santis dijo:

1. En el marco del proceso promovido por el actor, Alejandro Jorge Kurban, con el propósito de impugnar la decisión definitiva del Tribunal Fiscal de Apelación del 19.10.06 que modificara parcialmente la resolución determinativa y sumarial nº 431/04 de la Dirección Provincial de Rentas, arriban los autos a esta instancia con el recurso de apelación articulado en subsidio contra el despacho judicial que  admite la excepción de inadmisibilidad de la pretensión por ausencia de pago previo y ordena su sufragio en el término de diez días, bajo apercibimiento de declararse ésta inadmisible.

El recurso de revocatoria desestimado, que deja expedita la labor en esta instancia, se halla glosado a fojas 190.

El juez de la causa considera sin acreditación suficiente los extremos de procedencia para eximir la carga adjetiva que impone el artículo 19 de la ley 12.008 (t. seg. ley 13.101), no sin antes dejar a salvo la constitucionalidad de la exigencia adjetiva.

Valora en tal sentido la falta de justificación de la imposibilidad de afrontar el sufragio de esa obligación.

Ese cuadro decisorio es materia de disconformidad por el actor.

Su queja, deducida subsidiariamente, es admisible, razón esta que habilita el ingreso a los agravios (conf. arts. 55 inc. 2º “a”; 56, 58, 59 y ccs., ley 12.008 –t. seg. ley 13.101-).

Los autos pues se encuentran en estado de resolver, habida cuenta de lo expuesto y el responde del Fiscal de Estado.

Abordaré esta tarea.

2. La impugnación del actor limita el agravio a insistir en su incapacidad  para afrontar el pago previo del crédito tributario que ventila la controversia, sin ingresar en otro aspecto de los planteados y resueltos.

En ese piso de marcha da cuenta acerca de su carácter de deudor solidario del gravamen de su principal.

Pues bien, anticipo que no veo de recibo a los argumentos de queja.

En la labor de abastecer ese desenlace, destaco que la mera enunciación de la garantía de tutela judicial efectiva (art. 15, CPBA), como derecho constitucional, no basta para desautorizar un extremo de admisibilidad que para su dispensa requiere de la demostración cierta y objetiva de una situación de compromiso de acceso a la jurisdicción. 

Sobre esto último, he de señalar que comparto la línea lógica que sigue el juez de la causa para apreciar los efectos de la ausencia de prueba en la tarea de formar convicción relativa a una situación económica en el actor que, impidiéndole afrontar la exigencia de pago previo, pudiera significar para él un supuesto de denegación de justicia en los términos del artículo 19 apartado 3º inciso “a” de la ley 12.008 (t. seg. ley 13.101).

En esa dirección, la queja sólo muestra un descontento general que no ingresa a cuanto reporta el considerando quinto de la decisión recurrida, en relación con aquella carencia probatoria, por lo que queda desierta en ese aspecto.

En tal sentido, destaco que si bien  no cabe asignarle la carga de la prueba negativa relativa a la posesión de bienes y créditos, si es dable exigirle que demuestre su situación económica integral que la revele insuficiente, sea por su posición fiscal, por conducto de una intervención contable que permita un análisis que, de otro modo, no es posible en este caso, o por la ruta que mejor se avenga a una empresa demostrativa de la que no puede prescindir.

La cuantía del impuesto por sí sola ($ 164.564,90) no revela un impacto económico tal que coloque al actor en la imposibilidad que alega.

De esa forma, concluyo en que median circunstancias suficientes para descartar la presencia del supuesto de excepción que autoriza la eximición del pago previo que invoca el recurrente, frente a la naturaleza de la controversia abierta.

En sentido concordante mis votos en otras causas (CCALP nº 14.549, CCALP nº 10.438, CCALP nº 8360, CCALP nº 5941, CCALP nº 5863, CCALP nº 3309, CCALP nº 3109 y CCALP nº 4634).

No obsta a esa conclusión el carácter de deudor solidario ni la invocación extintiva por prescripción, pues ambas materias son extrañas al incidente de pago previo abierto, para ubicarse en cuestiones de fondo que son propias de otra etapa decisoria.

Ello así, conlleva la conclusión de procedencia de la excepción de inadmisibilidad de la pretensión deducida por la parte demandada, a la luz del modo como llegan los autos a esta instancia y a lo dispuesto por el artículo 36 inciso 2º apartado c) de la ley 12.008 (t. seg. ley 13.101). 

Y, también la confirmación de la providencia que así lo decide.

Tal mi conclusión.

Voto por la negativa.

Así, propongo:

Rechazar el recurso de apelación del actor y confirmar el pronunciamiento atacado en cuanto fuera materia de sus agravios (conf. arts. 19 inciso 1º, 55, 56, 58, 59 y ccs., ley 12.008 –t. seg. ley 13.101-), con costas de la instancia a su cargo por revestir calidad de vencido en ella (conf. art. 51, ley 12.008 cit. –t. seg. ley 14.437-).

Así lo voto.

A la cuestión planteada, el Dr. Spacarotel dijo:

I. Discrepo con el magistrado preopinante, pues considero que la condición legal estatuida en el artículo 19 del código de rito y 131 de la Ley Nº 10397, supone una exigencia que contraría los derecho-garantías de acceso a la justicia, igualdad, tutela judicial continua y efectiva y debido proceso legal, dificultando irrazonable e injustificadamente el ejercicio de los derechos que se esgrimen conculcados y el pertinente control amplio y pleno de juridicidad (constitucionalidad-convencionalidad) de los actos de la Administración en el marco del Estado de Derecho (arts. 15, 11 y concs., CP; 18, 14, 17, 16, 28 y concs., CN; 1, 19 y concs., CCA; 1, 131 y concs., ley 10.397 y modificatorias; fs. 5 vta./7). 

La conclusión anticipada encuentra sentido a la luz de la revisión de los criterios jurisprudenciales otrora sostenidos y sus consecuencias, el marco hermenéutico existente y las interpretaciones de los distintos órganos que procuran reforzar el acceso a la justicia de los justiciables en clave más igualitaria y robusta en sí y como condición de posibilidad de un mayor y efectivo control de los actos de la Administración vinculados con el ejercicio de derechos e imposición de obligaciones (CIDH in re "Baena Ricardo y otros vs. Panamá", sentencia del 2-2-01; “Cantos vs. Argentina”, sent. del 28-11-02, entre otras; arts. XVIII y concs., Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre; 8, 10, 17 y concs., Declaración Universal de Derechos Humanos; 8 inc. 1, 25 y concs., Convención Americana sobre Derechos Humanos; 14 y concs., Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos).

En ese sentido, la tesitura adoptada en el presente, también procura guardar un coherente correlato con lo decidido por este Tribunal in re “Galia S.A. c/Fisco de la Provincia de Buenos Aires s/Pretensión Anulatoria-Otros Juicios” (CCALP causa Nº 17018, res. del 9-06-15). 

Ello así, toda vez que en el precitado holding se hubo de avanzar en la declaración de inconstitucionalidad del pago previo previsto en el ARTICULO 70: ( ley 13.133 Texto según Ley 14652) exigido a las empresas que procuran revisar las sanciones discernidas en el proceso judicial revisor de las actuaciones formadas el marco de los principios de “defensa del consumidor”. Adoptando en tal supuesto un estricto apego por la garantía del debido proceso y acceso a la justicia (art. 18, C.N. y art. 15, Const. Pcial), aún, en relación a la parte que ostenta una situación jurídica de mayor protección en la relación de consumo; cabe pues en esta instancia –mutatis mutandi-, adoptar, por lo menos, un temperamento de igual garantía y protección respecto de la situación de inequidad que exhibe el contribuyente frente a las decisiones administrativas y ejecutorias adoptadas por un Tribunal Administrativo (Tribunal Fiscal de Apelación) sin “control judicial suficiente” en forma previa.

Los fundamentos, razón de ser y sentido que estructuran jurídicamente la regla decisoria y los obiter dicta añadidos en el mencionado precedente, son trasladables al nudo de discusión de autos, esto es, la posibilidad de discutir plenamente una decisión adversa que impone un órgano administrativo, ejecutoriando una obligación tributaria, y limitando un derecho y cercenando la regla del debido proceso (art. 18, C.N.), y acceso irrestricto a la justicia (art. 15, C. Pcial.). 

II. Oportunamente, y en un contexto fáctico y jurídico que transitara por una doble instancia de control judicial de la decisiones del Tribunal Fiscal de apelación, se hubo de admitir la constitucionalidad del requisito del pago previo como condición de admisibilidad de la pretensión interpuesta (conf. CCALP causas Nº 13.721 “Jorge García y Cía. SRL”, res. del 18-04-13; Nº 8.360 “Olivero y Rodríguez Electricidad SAICFEI”, res del 6-11-08; Nº 14182 “Alto Palermo S.A.”, res. del 2-07-13; entre otras; arts. 19 y concs., CCA; 131 segundo párrafo y concs., Ley Nº 10.397 y modificatorias), en concordancia con los criterios jurisprudenciales de los máximos tribunales (CSJN, Fallos: 155:96; 261:101; 278:188; 307:1753; 319:3415; 318:821; 321:1741, entre otros; SCBA, causas B. 65.684, “Albezan SRL y otros”, res. del 24-08-2005; B 64768 “Aguas Argentinas S.A. c/Provincia de Buenos Aires s/Demanda contencioso administrativa”, I 27/09/2006, entre otras); empero, y en el marco de admisibilidad que se suscita a partir de un control judicial que ofrece una sóla instancia judicial (ver causa CCALP 15.303 “Agroindustrias”, sent. del día de la fecha), justifica un nuevo análisis de la cuestión tendiente a revisar dicho criterio, propiciando la declaración de inaplicabilidad del mismo en autos.

En esa inteligencia, este Tribunal recientemente declaró in re “Galia S.A.” (CCALP causa Nº 17.018, res. del 9-06-15) la inaplicabilidad al caso de la exigencia de pago prevista por el artículo 70 segundo párrafo de la Ley Nº 13133 (t. seg. Ley Nº 14.652). 

Para así decidirlo, el voto del Dr. De Santis al cual adherí sostuvo que dicho precepto “se muestra en pugna con las garantías de defensa (arts. 18, CN y 11, CPBA), de control judicial suficiente (conf. arts. 109, CN y 166, CPBA) y de tutela judicial efectiva (art. 15, CPBA), en tanto reclama la satisfacción de la pena de contenido patrimonial, que habilitan los demás comprendidos en ese mismo cuerpo dispositivo, como exigencia necesaria y previa del juicio revisor que le es inherente siendo que se trata de un acto de autoridad pública en ejercicio de función administrativa”.

De ese modo, si bien se dejó expuesto que la naturaleza de la resolución que ventilaba el caso escapaba a todo contorno de carga tributaria general, encontrando sitio en otra especie de perfil administrativo sancionatorio y de alcance individual que justificaba garantizar la justiciabilidad amplia del mismo, lo cierto es que el fundamento último es similar: garantizar la posibilidad cierta y concreta de discutir ante un tercero imparcial la legalidad y justicia de una decisión administrativa, sin sufragios pecuniarios o ejecuciones compulsivas previas de ninguna índole.

Es aquí donde el pago previo se erige como un valladar que, en los términos del precedente citado, afecta “el control judicial que es siempre impuesto y anterior a toda variable de sufragio o ejecución, pues tributa al resguardo suficiente de las garantías del artículo 18 de la Constitución Nacional, de pleno vigor. Por ello, la mecánica previa de control judicial nunca se supedita al cumplimiento previo relativo a la misma decisión sujeta a control, pues si fuera así el sistema de inspección de legalidad, garantizado por la letra constitucional (art. 109, CN), se quebraría sin atenuantes y con ello claudicaría de manera irreversible el derecho de defensa (art. 18, CN)”.

En ese sentido, en este caso también la condición del pago previo impuesta supone, en similares términos, una condición que limita severamente la indicada garantía de plena justiciabilidad y/o control judicial suficiente, “en la medida en que mal puede abastecerse la regla constitucional (art. 109, CN), con el alcance de la doctrina legal elaborada a su respecto (CSJN, in re “Fernández Arias”, Fallos 247:646; “Ángel Estrada” y sus citas, Fallos 328:651, entre otros), si es que al interesado se lo obliga a cumplir con el acto imperativo de sanción (y/o de imposición) sin reparar en que desde él se constituye el objeto procesal que despliega el examen de legalidad ante la jurisdicción” (el agregado en cursiva me pertenece).

En correlato con ello, debemos tener presente que la garantía de la tutela judicial efectiva en el marco de un Estado de Derecho exige una mayor rigurosidad en la posibilidad del control judicial sobre las acciones de la Administración, lo cual debe traducirse en la eliminación de los obstáculos en el acceso a la instancia que facilite el ejercicio de derechos por parte de los administrados ante posibles desviaciones en el ejercicio de prerrogativas administrativas, permitiendo equilibrar e igualar las armas.

Lo contrario supone violentar las diversas garantías constitucionales mencionadas con anterioridad, sin que existan razones fundadas y justificadas para sostener y creer que, una tesitura que maximice los derechos-garantías de acceso a la justicia y tutela judicial continua y efectiva en pos del control del ejercicio del poder tributario, pueda conllevar una afectación seria del erario público y de los fines directamente vinculados. Menos aún cuando el crédito tributario puede ser afianzado y garantido a través de diversas formas, por más que ellas no supongan un “pago” en estricto. Ello permitiría, sin mengua de los valores y bienes en tensión, compatibilizar razonablemente las libertades y poderes en disputa, sobremanera teniendo en consideración las pautas de plena justiciabilidad, el derecho a una tutela judicial continua y efectiva y el principio “in dubio pro actione” de base constitucional (art. 15, Const. Prov. y 18 y 75 inc. 22º, Const. Nac.).

Como sostuviese Spisso, “en un Estado de derecho, en que las personas no son súbditos, deviene inadmisible la obligación de pago de una deuda fiscal determinada por la Administración sin que exista la posibilidad de que un tribunal de justicia evalúe siquiera la procedencia de la suspensión de la intimación formulada por el organismo fiscal y, en consecuencia, el solve et repete, al excluir la posibilidad de ese contralor judicial efectivo, erigiéndose en un presupuesto necesario para tener habilitada la instancia judicial, resulta inconstitucional” (Spisso, Rodolfo R., Derecho Constitucional Tributario, Principios Constitucionales del Gasto Público, Doctrina Judicial de la Corte Suprema de Justicia de la Nación”, Lexis Nexis-Depalma, Buenos Aires, 2000, p. 536).

En vinculación con lo expuesto, inveteradamente se ha esgrimido que “el principio de que el pago de un gravamen debe necesariamente ser previo a toda acción judicial que lo cuestione, halla su fundamentación jurídico política en la necesidad de que el Estado recaude inmediatamente sus rentas”. Ello así, pues “diferir el pago de un gravamen a la decisión de los tribunales constituiría un inconveniente peligroso, pues dejaría a la Administración Pública en condiciones de no atender sus obligaciones, tendientes todas a la satisfacción del interés de la colectividad” (conf. SCBA, B 64768 “Aguas Argentinas S.A. c/Provincia de Buenos Aires s/Demanda contencioso administrativa”, I 27/09/2006, entre otras).

A la sazón de esa justificación es que se ha alegado que “la exigencia del pago previo como requisito de viabilidad de recursos judiciales no es contraria –en sí- a los derechos de igualdad y defensa en juicio” (CSJN, Fallos 247:181; 250:208; 307:1753; 312:2490, ente otros; SCBA causas B. 65.684 "Albezan S.R.L. y otros", res. del 24-08-05; B 56.707 "Carba S.A.”, sentencia del 23-04-08; 65727 “Kel Ediciones S.A. y otra”, I 29-09-10, entre otras).

Sin embargo, la razonabilidad de dicha afirmación resulta difícil de sostener no sólo por lo explicitado en los párrafos antecedentes, sino porque la misma supondría, en tanto premisas, que: i) las personas, ante la no exigencia del pago previo, dejarían de pagar sus impuestos o discutirían judicialmente su exigibilidad y alcance, promoviendo juicios sin razones o con el simple objeto de postergar su pago. Eso conlleva presumir la mala fe del contribuyente, desconocer los intereses calificados que permiten servir de incentivo al cumplimiento adecuado, pensar que los administrados se insolventarán para eludir el cumplimiento y desconocer las medidas asegurativas existentes a favor del resguardo del crédito fiscal; y, ii) el no pago previo del impuesto como condición de admisibilidad supondría la “ruina presupuestaria” de la administración y el colapso del erario, afirmación que resulta extraña a la experiencia. Por ejemplo, en el caso de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires -donde el pago previo se encuentra previsto en el artículo 9 del Código Contencioso Administrativo y Tributario, pero no se aplica en la práctica en razón del trámite prescripto y su carácter facultativo para el juez interviniente-, no se advierte perjuicio alguno a la renta pública, menos aún grave. De igual modo, otros Estados donde no impera esta “prerrogativa”, tampoco evidencian problemas en la percepción de sus tributos.

En esta línea, se ha expresado que “con la consolidación del Estado de Derecho resulta hoy inimaginable, que frente a dos partes en pugna, una jurídicamente fuerte y poderosa –el Estado-, y otra a menudo débil y desvalida en garantías –el contribuyente-, pueda negarse el acceso a los estrados judiciales con la excusa de la falta de pago del tributo” (Casas, José Osvaldo, “El Tribunal Fiscal de la Nación Argentina y el principio de solve et repete”, en Tribunal Fiscal de la Nación – 40 años, Asociación Argentina de Estudios Fiscales, Buenos Aires, 2000, ps. 335 y ss.).

Es que como pusiese este Tribunal de manifiesto en “Galia S.A.” “el cumplimiento de cuanto disponga el acto de poder (del cual la imposición tributaria es una expresión), como condición de acceso a su propio juicio revisor, conspira contra esa misma finalidad y relega a lo neutro el conjunto de derechos bajo los cuales se constituye el sistema contencioso administrativo” (el agregado en cursiva me pertenece).

De allí que la prerrogativa del Estado de exigir, como condición de ejercicio de una acción judicial tendiente a cuestionar el mérito y justicia de un acto que implique liquidación de un crédito a favor del Estado, el previo pago de lo que se discute, no sólo no tiene base constitucional, sino que se erige como un privilegio irrazonable. 

Ello así, pues no existe una adecuada, razonable y proporcionada relación entre el medio empleado (exigencia del previo pago en tanto condición de admisibilidad para el acceso a la justicia, a la tutela judicial continua y efectiva y defensa), los fines perseguidos (no interferencia en la normal percepción de la renta pública) y las restantes alternativas existentes a fin de compatibilizar ambos valores (afianzamiento del crédito fiscal). 

En relación a esto último, es imperioso destacar que ante las distintas alternativas se selecciona la más gravosa para el contribuyente, la cual reluce a la vez innecesaria para proteger debidamente los intereses públicos, los cuales pueden tutelarse en línea con lo decidió por la Corte Suprema in re “Gubelco SRL c/ AFIP” (sent. del 5-06-07) y “Orígenes AFJP SA v. Administración Federal de Ingresos Públicos-Dirección General Impositiva” (Fallos 331:2480), con la admisión de una garantía que afiance el crédito fiscal evitando la insolvencia del contribuyente mientras dura el juicio.
 A ello cabe añadir que los distintos instrumentos con jerarquía constitucional-convencional, enfatizan la necesidad de que los “recursos” o acciones judiciales sean efectivos, de que la persona sea oída en un pie de igualdad real (con otro particular o el Estado mismo) y respetando su derecho de defensa. Luego, la exigencia de una condición reglamentaria que reside en una justificación irrazonable (el poder del Estado y la necesidad de recaudar las rentas públicas sin dilaciones ante el temor de la ruina presupuestaria), que difícilmente en la práctica acontezca (pues supondría, entre otras cosas, que la gente deje de pagar sus impuestos para litigar sin razones a fin de dilatar el cumplimiento), especialmente teniendo en consideración los distintos desincentivos fiscales estatuidos (intereses fiscales agravados), justifican aún más dicha tesitura. 

Asimismo, en el orden interno se advierte una clara morigeración en su aplicación (de la cual la excepción prevista en el artículo 19 inc. 3 apartado a) del CCA constituye una muestra), hallándose en franco retroceso en el derecho comparado. 

En ese sentido, ya en las Jornadas Latinoamericanas de Derecho Procesal (Montevideo, 1957) se concluyó en que “Ninguna norma debe establecer el pago previo a las prestaciones reclamadas por la Administración, como requisito para el ejercicio de recursos administrativos y de la acción de nulidad”. De igual modo, en las II Jornadas Latinoamericanas de Derecho Tributario celebradas en México un año más tarde, se recomendó que “Debe eliminarse, como requisito de procedencia, tanto en la interposición de recursos administrativos como en el ejercicio de la acción contenciosa, el pago previo de los tributos, sin perjuicio de las garantías que fueren necesarias para los casos en que exista riesgo de incumplimiento del crédito fiscal”. También en las Jornadas Luso-Hispanoamericanas (Pamplona, 1976), se decretó que “La interposición y decisión de recursos o acciones no debe estar condicionada al pago previo de la obligación impugnada, ni ningún otro requisito que no tenga relación directa con el objeto del recurso o acción que se deduce”.

Este movimiento, que produjo cambio en las distintas legislaciones (incluso hace décadas en Italia, el país de “origen” de esta prerrogativa), se condensó en el Código Modelo de Procesos Administrativos -Judicial y Extrajudicial- para Iberoamérica del Instituto Iberoamericano de Derecho Procesal del año 2012, que entre sus fundamentos expresa que: “La contradicción y la amplia defensa deben corresponder no solo al derecho a ser oído –teniendo su Day in court- o de producir pruebas, sino y más principalmente a obtener una decisión que considere los argumentos aducidos (arts. 6 y 7), lo que mantiene correspondencia con la contradicción en la fase jurisdiccional (arts. 39 y 40), impidiéndose que se deje de aplicar a la persona jurídica o la constitución de un título ejecutivo tributario no precedido de proceso administrativo extrajudicial previo (arts. 16 y 17)”, concluyendo en que “el proyecto tiene como tónica la defensa del ciudadano frente a la Administración, invirtiendo el paradigma de visión de supremacía ex parte principis, para privilegiar la perspectiva es parte civis, de modo de construir un baluarte contra el arbitrio y un instrumento de seguridad jurídica”.

De ese modo en sus artículos 37 y 38 reconoce, respectivamente, el derecho pleno al debido proceso (“La Justicia administrativa deberá velar por la aplicación y el máximo respeto de las garantías inherentes al debido proceso legal, de conformidad con lo establecido por la Constitución, las leyes y las normas del Derecho internacional”) y la paridad de armas (“La ley y el órgano jurisdiccional deberán preservar la igualdad de las partes en el proceso”).

De igual forma, el Modelo de Código Tributario del Centro Interamericano de Administraciones Tributarias del año 2015 estatuye en su artículo 201 que “La presentación del recurso contencioso administrativo no interrumpe la ejecución de los actos o resoluciones de la Administración Tributaria, salvo que se garantice la deuda tributaria impugnada, siendo de aplicación lo dispuesto en los numerales 1 y 2 del artículo 199”. Es decir, que se dispone, al igual que en el caso del recurso ante los Tribunales Administrativos, que la suspensión de la ejecución del acto impugnado únicamente procederá cuando el interesado aporte una garantía, para evitar que se utilice la vía del recurso como medio para eludir o demorar el cumplimiento de la obligación tributaria, pero no se exige su “pago previo”.

Asimismo, con relación al caso particular de autos, cabe añadir que exigir el pago del tributo siendo que el actor ha sido responsabilizado solidariamente en los términos del artículo 21 del Código Fiscal Provincial -de carácter “objetiva”-, resultaría irrazonable, siendo que la misma desbordaría las pautas constitucionales de superior jerarquía que devienen aplicables al supuesto de autos (cfr. arts. 31, Constitución Nacional; 59 y 274 de la Ley de Sociedades Comerciales 19.550; mi voto in re CCALP causas Nº 16.051 “Travini”, res. del 7-10-14; Nº 15.951 “Marchionni”, res. del 17-10-14, Nº 15.976 “Marín”, res. del 17-10-14, entre otras; conf. Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial del Departamento Judicial de San Martín, Sala II, “Fisco de la Provincia de Buenos Aires contra Raso, Francisco. Sucesión y otros. Apremio”, fallo que se encuentra firme por decisión de la Suprema Corte provincial -causa C. 110.369, sent. del 2-7-14-).

En función de lo expuesto, a la luz de los derechos y garantías constitucionales-convencionales reconocidos en los arts. 16, 17, 18, 28, 33 y 75 inc. 22º de la Constitución Nacional y 10, 11, 15, 31 y concs. de la Constitución Provincial el pago previo, como regla, constituye una clara restricción al acceso a la justicia y a la tutela judicial continua y efectiva (fs. 4/16, 157/164, 181/184, 185/188 y 194/196).

Es que, en definitiva, “la verdadera frontera entre un sistema democrático y un sistema dictatorial –tanto político como jurídico- no está en la amplitud de las funciones administrativas, puesto que en ambos casos son –y deben ser- amplias en la sociedad presente, sino más bien en la posibilidad de su control. Un control jurisdiccional, tan amplio como sea posible de la Administración es, como se sabe, una de las claves imprescindibles del Estado de Derecho” (Nieto, Alejandro, “La inactividad de la Administración y el recurso contencioso-administrativo”, Revista de Administración Pública (R.A.P.), Madrid, Nº 37, p. 78).

III. En mérito de razones expuestas, propicio acoger el recurso de apelación deducido por la actora y revocar el pronunciamiento de grado en todo cuanto fuera materia de agravios, declarando la inaplicabilidad de la exigencia del pago previo y la admisibilidad de la pretensión interpuesta, con costas de ambas instancias a la demandada vencida (arts. 19, 51, 55, 56, 58, 59, 77 y concs., C.C.A.; 330 y concs., C.P.C.C.; 131 y concs., ley 10.397; 11, 15 y concs., CP; 18, 109 y concs., CN; arts. XVIII y concs., Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre; 8, 10, 17 y concs., Declaración Universal de Derechos Humanos; 8 inc. 1, 25 y concs., Convención Americana sobre Derechos Humanos; 14 y concs., Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos).

Así lo voto.

A la cuestión planteada, la Dra. Milanta dijo:

Comenzaré precisando que, más allá de las alegaciones efectuadas, la regla decisoria sentada in re “Galia S.A. c/Fisco de la Provincia de Buenos Aires s/Pretensión Anulatoria-Otros Juicios” (CCALP causa Nº 17.018, res. del 9-06-15) no es aplicable en autos, por cuanto en dicho caso lo que se hallaba en discusión era la exigibilidad del pago previo en materia de multas administrativas estatuido por el artículo 70 segundo párrafo de la Ley Nº 13.133 (según Ley 14.652). 

De ese modo, el nudo controversial giraba en torno a la tensión entre la naturaleza penal de dichas sanciones, la interdicción al ejercicio de poder en los términos del artículo 109 de la Constitución Nacional y 166 de la Constitución Provincial, su amplia justiciabilidad y el marco de garantías constitucionales-convencionales involucradas (en especial, en los términos expuestos, el acceso a la justicia). Esas consideraciones, en línea con el criterio interpretativo de los máximos tribunales nacional y provincial, fueron las que justificaron la tesitura adoptada, circunstancias ambas -v.gr., aplicabilidad del holding y regla en materia de solve et repete de naturaleza tributaria- dispares en autos.

De allí que, para el análisis de la admisibilidad del requisito del pago previo, no encuentre razones para apartarme del marco hermenéutico fijado en disímiles precedentes, en consonancia con los criterios sentados por la Corte Suprema de Justicia y la Suprema Corte provincial (CSJN, Fallos 215:225, 247:181, 261:101, 295:314, 312:2490, 319:3415, 322:210, 323:3012, entre otros; SCBA causas B. 65.684 "Albezan S.R.L. y otros", res. del 24-VIII-05; B. 64.768 "Aguas Argentinas S.A.", res. del 27-IX-06; B. 56.707 "Carba S.A.”, sent. del 23-IV-08; conf. CCALP causas Nº 14334 “Supermercado Mayorista Yaguar S.A. c/Tribunal Fiscal de Apelación s/Pretensión Anulatoria”, res. del 6-03-14, entre otras).

En función de ello, toda vez que las especiales particularidades del caso -expresadas en el primer voto-, impiden considerar acreditado un supuesto que denote denegación de justicia y que, por consiguiente, permita descalificar el acto judicial apelado (doctr. art. 19, ley 12.008), comparto la solución propuesta por el Dr. De Santis.

Así lo voto.

De conformidad a los votos precedentes, la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en La Plata

RESUELVE:

Por mayoría, rechazar el recurso de apelación del actor y confirmar el pronunciamiento atacado  en cuanto fuera materia de sus agravios (conf. arts. 19 inciso 1º, 55, 56, 58, 59 y ccs., ley 12.008 –t. seg. ley 13.101-), con costas de la instancia a su cargo por revestir calidad de vencido en ella (conf. art. 51, ley 12.008 cit. –t. seg. ley 14.437-).

Regístrese, notifíquese y devuélvase al juzgado de origen oficiándose por Secretaría.

Fdo. Claudia A.M. Milanta. Juez. Gustavo Daniel Spacarotel. Juez. Gustavo Juan De Santis. Juez. Dra. María de los Angeles Martínez. Auxiliar Letrada. 
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